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Proceso

Ordinario Laboral – Confirma decición del a quo que negó las pretensiones

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2015-00677-01
Demandante:

Socorro Acosta Hernández
Demandados:

Colpensiones y otros
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: 


EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL. La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne. En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora SOCORRO ACOSTA HERNÁNDEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de marzo de 2017, dentro del proceso que le promueve a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ, JUNTA REGIONAL DE CALIFICACION DE INVALIDEZ DE RISARALDA y ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00677-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende la señora Socorro Acosta Hernández que la justicia laboral declare nulos parcialmente los dictámenes de 17 de marzo de 2009, 13 de abril de 2011, 19 de octubre de 2011, 18 de julio de 2012 únicamente frente a la fecha de estructuración de su invalidez, que debe ser fijada antes del 1º de agosto de 2008 y con base en ello aspira que se reconozca que tiene derecho a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su madre María Nazarith Hernández, debiéndose condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 1º de agosto de 2008, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Ella para el 1º de agosto de 2008, fecha en que falleció su madre María Nazareth Hernández, tenía la condición de inválida por múltiples quebrantos de salud que le impiden ejercer actividades lucrativas. Por ello dependía económicamente de aquella desde hacía más de 10 años, pues si bien tiene 3 hijos, ellos cargan con sus propias obligaciones; mediante dictamen emitido el 17 de marzo de 2009, el Departamento de Medicina Laboral del ISS le dictaminó una PCL del 54.66%, determinando como fecha de estructuración el 15 de diciembre de 2008; posteriormente, luego de ser elevada la solicitud de reconocimiento pensional, el extinto ISS por medio de la resolución Nº 2585 de 3 de mayo de 2010 le negó el derecho, decisión que fue confirmada en las resoluciones Nº 4743 de 3 de agosto de 2010 y Nº 0000630 de 3 de mayo de 2011; el 17 de marzo de 2011 solicitó a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda que calificara el porcentaje, origen y fecha de estructuración de la PCL, quien en dictamen de 13 de abril de 2011 le fija como PCL el 70.01% de origen común y estructurada el 21 de mayo de 2009, decisión que fue confirmada por esa Junta el 19 de octubre de 2011 y por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 18 de julio de 2012; coincidieron esas entidades en manifestar que la fijación de la fecha de estructuración de invalidez para el 21 de mayo de 2009 se debió al examen de campimetría que se le practicó ese día, que sirve como parámetro para calificar la pérdida de la visión; esas calificaciones desconocen la realidad funcional y clínica de sus discapacidades. 
Al contestar la demanda –fls.93 a 98- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de deceso de la señora María Nazarith Hernández y el contenido de los actos administrativos por medio de los que se negó la pensión de sobrevivientes a la actora. Frente a los demás hechos manifestó que no eran tales o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.
Por su parte la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda al responder el libelo introductorio –fls.133 a 137- aceptó la información contenida en los dictámenes emitidos por el extinto ISS y las Juntas de Calificación de Invalidez, así como el acto administrativo por medio del cual se le negó la pensión de sobrevivientes a la demandante. Se opuso a las pretensiones encaminadas en su contra y propuso las excepciones de fondo que denominó “Legalidad en la calificación” y “Ausencia de error grave”.

A su turno, la Junta Nacional de Calificación de Invalidez dando respuesta a la demanda –fls.142 a 161- manifestó que la invalidez de la señora Socorro Acosta Hernández se produjo por una pérdida completa de su capacidad visual, lo cual se define en examen de 21 de mayo de 2009. Se opuso a las pretensiones dirigidas en su contra y formuló las excepciones de mérito de “Legalidad de la calificación dada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez”, “Improcedencia del petitum: Inexistencia de prueba idónea para controvertir el dictamen – carga de la prueba a cargo del contradictor”, “Legalidad de la calificación: Fundamentación médica de la fecha de estructuración”, “Inexistencia de obligación a cargo de la junta nacional: Inexistencia de pretensiones – competencia del juez laboral”, “Buena fe de la parte demandada” y “Excepción genérica”. 
En sentencia de 28 de marzo de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez convocadas al proceso no incurrieron en error grave en lo atinente a la fijación de la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Socorro Acosta Hernández para el 21 de mayo de 2009, pues así lo corroboró la Sala Nº 4 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, quien en dictamen emitido el 3 de febrero de 2017, a instancia del proceso, indicó que la ceguera que produce el 70.01% de PCL de la accionante se produjo definitivamente en esa calenda; sin que en el plenario obre prueba que permita ubicar la invalidez con anterioridad al 1º de agosto de 2008 como lo pretende la parte actora. Por lo expuesto negó las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la accionante interpuso recurso de apelación argumentando que contrario a lo manifestado por la a quo en el expediente obran pruebas que permiten determinar que la ceguera que produce la invalidez de la señora Acosta Hernández se estructuró con antelación al 1º de agosto de 2008, lo cual demuestra a todas luces el error grave en el que incurrieron las Juntas de Calificación de Invalidez demandadas, tanto en el trámite administrativo como a instancia del proceso judicial, pues como bien es sabido, estos dictamentes no son la prueba única y exclusiva en la que debe fundamentarse el juez para tomar su decisión.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Hay lugar a declarar la nulidad parcial de los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez demandadas, en los que se determinó como fecha de estructuración de la invalidez de la señora Socorro Acosta Hernández el 21 de mayo de 2009?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 
EL CASO CONCRETO
Considera el apoderado judicial de la parte actora, que los dictámenes emitidos por las Juntas de Calificación de Invalidez demandadas, quienes establecieron que la PCL del 70.01% de origen común de la señora Socorro Acosta Hernández se estructuró el 21 de mayo de 2009, incurrieron en error grave en éste último ítem, pues considera que la ceguera que le genera su invalidez se estructuró con anterioridad al 1º de agosto de 2008.

En efecto, al revisar los dictámenes de 13 de abril de 2011 –fls.43 a 46-, 19 de octubre de 2011 –fl.51-, 18 de julio de 2012 –fls.52 a 55- y 3 de febrero de 2017 –fls.212 a 214-, éste último emitido por la Sala Nº 4 de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, por orden emitida en el curso del presente ordinario laboral; hay unanimidad en la decisión de establecer como fecha de estructuración de la invalidez de la demandante el 21 de mayo de 2009, teniendo como justificación el hecho de que en esa calenda se le practicó campimetría en la que se determinó que la paciente presentaba visión subnormal en ambos ojos (OI con 450 grados perdidos y OD con 400 grados perdidos).

Tal decisión, contrario a lo sostenido por la parte demandante, encuentra apoyo en las pruebas allegadas por la propia accionante con la presentación de la demanda, y que pasan a relacionarse de la siguiente manera:

1. A folio 57 del expediente se encuentra valoración visual realizada el 1º de marzo de 1999 por el optómetra Abelardo Vesga Cala, quien diagnostica que la señora Acosta Hernández debe recibir tratamiento quirúrgico por parte del oftalmólogo, en consideración a que la falta de mejora en su visión con fórmula de antejos, refleja un problema patológico y no refractivo.

2. El 8 de septiembre de 2000, la IPS Quirófano Pereira Ltda. le diagnostica a la señora Socorro Acosta Hernández que tiene cataratas en ambos ojos –fl.58-

3. Como se ve a folios 59 y 60 del plenario, el 21 de abril de 2001 y el 16 de septiembre de esa misma anualidad, la paciente es sometida a intervención quirúrgica en la Clínica Pamplona, en las que se corrige el problema de cataratas presentado en ambos ojos y se implanta en cada uno de ellos lentes intraoculares.

4. El 15 de diciembre de 2008, el cirujano oftalmólogo Luis Humberto García Ocampo establece que la accionante tiene una agudeza visual en ambos ojos de 20/50, lo que indica que padece de retinosis pigmentaria –fl.61-.
5. El 21 de mayo de 2009, por medio de campimetría practicada en la IPS Ramírez Visión 20/20 –fls.62 y 63- se encuentran muestras fuera del límite normal, escotomas arqueados y aumento de la mancha ciega, que llevan a concluir que la paciente tiene visión subnormal en ambos ojos (OI con 450 grados perdidos y OD con 400 grados perdidos).  
Nótese que la señora Socorro Acosta Hernández presenta entre el 1º de marzo de 1999 y el 8 de septiembre de 2000, problemas en ambos ojos por cataratas e inconveniente patológico que no mejora con anteojos al no ser refractivo, los cuales son corregidos el 21 de abril de 2001 y el 16 de septiembre de esa misma anualidad, cuando es intervenida quirúrgicamente (como lo había recomendado el optómetra Abelardo Vesga Cala el 1º de marzo de 1999), momento en el que se le implantan lentes oculares para mejorar la visión.
Desde esas intervenciones quirúrgicas no se registra en la historia clínica de la demandante nuevas molestas en los ojos, solo hasta el 15 de diciembre de 2008 cuando en visita realizada al cirujano oftalmólogo Luis Humberto García Ocampo, se le diagnostica “Retinosis pigmentaria”, al encontrar que la agudeza visual en ambos ojos es de 20/50, situación que posteriormente empeora, ya que para el 21 de mayo de 2009 cuando se le practica por parte la IPS Ramírez Visión 20/20 campimetría en ambos ojos, se detecta que posee visión subnormal en ellos (OI con 450 grados perdidos y OD con 400 grados perdidos).  

Lo narrado coincide con lo encontrado inicialmente por el Departamento de Medicina del extinto ISS, quien en dictamen emitido el 17 de marzo de 2009 –fl.32- encontró que la accionante padecía una PCL del 54.66% de origen común y con fecha de estructuración el 15 de diciembre de 2008 (fecha en que se dictaminó la retinosis pigmentaria y no se le había practicado la campimetría). E igualmente guarda coherencia con lo dictaminado por las Juntas de Calificación de Invalidez convocadas al proceso, quienes después de analizar la historia clínica de la señora Socorro Acosta Hernández, concluyeron que entre el 15 de diciembre de 2008 y el 21 de mayo de 2009, la pérdida de la visión de la paciente aumentó del 54.66% al 70.01% producto de la retinosis pigmentaria que padece y que produjo las consecuencias ya mencionadas líneas atrás.
Bajo esos parámetros, no resulta posible ubicar la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Socorro Acosta Hernández en fecha anterior al 1º de agosto de 2008 como lo solicita en la demanda; motivo por el que habrá de confirmarse la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito; siendo del caso advertir que el estudio del otro tema objeto de debate dentro del proceso, esto es, la posibilidad de que se le reconociera la pensión de sobrevivientes en calidad de hija invalida de la señora María Nazarith Hernández fallecida el 1º de agosto de 2008 (según registro civil de defunción visible a folio 30 del expediente) dependía de la prosperidad de las pretensión encaminada a cambiar la fecha de estructuración de la invalidez, la cual, como se pudo observar, no salió avante.
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 28 de marzo de 2017.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                                                                    Impedida
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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